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BENEFICIO ADMINISTRATIVO DE PRISIÓN DOMICILIARIA / NIEGA. “[EL] Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira sí tenía competencia para revocarle al señor JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO el beneficio que se le había concedido y por ende la misma fue ajustada a las normas legales aplicables al caso concreto, atendiendo a que la revocatoria del permiso administrativo de 72 horas por fuera del penal, previamente concedido, fue contrario a la normas legales aplicables al caso concreto y por ende el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué se encontraba imposibilitado para concederlo, por cuanto, como ya se ha expresado en varias ocasiones, en la acumulación de penas con la que cuenta el procesado, se encuentra inmersa la conducta punible de Extorsión.”.
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ASUNTO 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Defensora pública del procesado JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO en contra de la decisión adoptada el 17 de Marzo del 2017 por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual ese Despacho decidió revocar el beneficio administrativo de hasta 72 horas fuera del Establecimiento de Reclusión, que se le había concedido mediante auto interlocutorio del 19 de Septiembre del 2016 por parte del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, ello de acuerdo a lo solicitud realizada por el Director del establecimiento penitenciario y carcelario de Fresno Tolima.
ANTECEDENTES PROCESALES 

El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Descongestión de Ibagué, mediante providencia del 25 de Noviembre de 2015 realizó la acumulación jurídica de penas, de acuerdo a petición impetrada por el sentenciado JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO por las conductas punibles de Lesiones Personales y Hurto Calificado Agravado, quedando la pena definitiva acumulada en Ciento Dieciséis (116) meses de prisión. 
El 27 de Abril del 2016 por intermedio de la Dirección del EPMSC de Fresno-Regional Viejo caldas, el Sr. JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO radicó solicitud de beneficio administrativo para abandonar temporalmente y sin vigilancia ese establecimiento carcelario hasta por 72 horas, amparado en lo dispuesto en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993. Frente a esa petición, el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, quien se encargaba en ese momento de la vigilancia de su pena, mediante auto del 19 de Septiembre del 2016, decidió concedérselo toda vez que según el criterio del despacho se cumplía con los requisitos para acceder a tal solicitud. 
Posteriormente, en cumplimiento del auto fechado el 23 de Septiembre del 2016, el destino del proceso del Sr. JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO pasó a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del Circuito de Pereira, toda vez que él fue trasladado al EPMSC de esta ciudad.
LA PROVIDENCIA IMPUGNADA:

Mediante auto del 17 de Marzo del 2017, el Juez 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira decidió revocar el permiso de 72 horas que había sido concedido al Sr. JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO en la fecha del 19 de Septiembre del 2016 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué.
La anterior determinación fue tomada por el A-quo argumentando que existió un yerro por parte del Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué en su providencia del 19 de Septiembre del 2016, por cuanto se concedió un beneficio que se encuentra prohibido de manera expresa en el artículo 26 de la Ley 1121 del 2006, la cual excluye de la posibilidad de acceder a beneficios y subrogados a quienes fueron condenados por los tipos penales como de Extorsión; y en este caso, una de las condenas que se le acumuló al procesado, fue por la conducta punible de Extorsión, sentencia proferida por el Juzgado Noveno Penal Municipal de Ibagué-Tolima en la fecha del 11 de Marzo del 2015. 
Así las cosas, estimó conveniente revocarle el permiso.
LA ALZADA:
La Defensora Pública Dra. Gloria Patricia Blandón Castaño, representante judicial del Sr. JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO interpuso recurso de apelación en contra de esa decisión.

Argumentó que la revocatoria del permiso de 72 horas en favor de su prohijado no es apropiada, en razón de que la decisión que le concedió el mencionado permiso ya se encontraba en firme y por ende considera que el señor Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, carece de competencia para pronunciarse en torno al mismo ya que no fue el juez que lo autorizó. 
En virtud de lo anterior, considera que se debe revocar la decisión recurrida y mantenerse el beneficio que ya se le había otorgado. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
- Competencia:

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una providencia emanada de un Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad que hace parte de este Distrito Judicial, esta Sala de decisión penal, según las voces del # 3º del artículo 33 C.P.P. es la competente para resolver la presente Alzada. 
- Problema Jurídico:
Acorde con los argumentos del disenso expuestos por la recurrente en la alzada, considera la Sala que de los mismos se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Podía el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira revocar el permiso administrativo de hasta 72 horas que ya había sido concedido por otro Juez de su misma categoría, mediante una adición a lo decidido y bajo el fundamento de que este había incurrido en un yerro al conceder un beneficio que se encuentra prohibido por la ley en razón del delito por el que el procesado se encuentra condenado?
Solución:

Para el caso que hoy nos convoca, resulta importante aclarar, antes de revisar si el señor Juez Tercero de Ejecución de Penas local podía revocar la decisión adoptada por su homólogo de la ciudad de Ibagué, qué son los beneficios administrativos en cuanto al cumplimiento de una pena de privación de la libertad, para ello, se hace necesario traer a colación lo establecido en el artículo 146 de la Ley 65 de 1993 que dice: 

“ARTICULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaría abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”
Con ello, es viable decir que esos beneficios administrativos son oportunidades que se le brindan a los condenados para, de cierta manera, ir preparándolos poco a poco para que nuevamente afronten la vida en libertad y empiecen a tener una mejor convivencia con la comunidad y sus familias, entendiendo esta última como el núcleo esencial de la sociedad:
“En cuanto tiene que ver con los beneficios administrativos, se trata de una denominación genérica dentro de la cual se engloban una serie de mecanismos de política criminal del Estado, que son inherentes a la ejecución individual de la condena. Suponen una disminución de las cargas que deben soportar las personas que están cumpliendo una condena y que, en algunos casos, pueden implicar la reducción del tiempo de privación efectiva de la libertad dispuesto en la sentencia condenatoria o una modificación en las condiciones de ejecución de la condena.”

En ese orden de ideas, se tiene que el artículo 26 de la Ley 1121 del 2006 menciona la exclusión de beneficios y subrogados, entre ellos el permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal.
“ARTICULO 26. EXCLUSIÓN DE BENEFICIOS Y SUBROGADOS. Cuando se trate de delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz”.
De acuerdo a lo anterior, vemos que le asiste razón al A-quo cuando en su providencia señala que existe una prohibición legal de concederle beneficios administrativos como los aquí reclamados, a aquellas personas que han sido condenadas por delitos como los de extorsión. 

Ahora bien, como los permisos administrativos suponen la modificación de las condiciones mediante las cuales un condenado purga su pena, se hace necesario que los mismos sean consultados con los jueces de ejecución de penas y concretamente con aquel que sea encargado de vigilar la pena de esa persona específicamente; lo que se puede traducir en que las directivas de los centros de reclusión, cuando se trata de beneficios administrativos, son un simple intermediario entre los penados y los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, puesto que son estos últimos quienes determinan si el solicitante puede o no acceder a lo pedido. Así las cosas, el numeral 5º del artículo 38 del Código de Procedimiento Penal ha establecido como una de las funciones de los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad la de “aprobación previa de las propuestas que formulen las autoridades penitenciarias o de las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos que supongan una modificación en las condiciones de cumplimiento de la condena o una reducción del tiempo de privación efectiva de libertad.” 

De allí que se haga evidente que todas las decisiones que tengan que ver con reducciones en el tiempo efectivo de reclusión de un condenado tengan que ser conocidas por parte de los jueces de ejecución de penas, para que sean éstos quienes determinen la viabilidad o no de los mismos y es evidente, siguiendo aquel principio jurídico de que quien puede lo más puede lo menos, que si es ese fallador quien autoriza la concesión del permiso de hasta 72 horas por fuera del penal, es también quien puede suspenderlo o revocarlo, independientemente de si él lo concedió o no. 
La anterior afirmación encuentra su sustento legal en que en el caso de la ejecución de la pena la competencia para conocer de todos los asuntos relacionados con el cumplimiento de la pena de un condenado, está determinada por el sitio de reclusión de este, lo que implica que durante el tiempo que dure la misma, podrá llegar a ser más de un juez quien se encargue de decidir todo lo relativo a la misma, llevando con ello la potestad de modificar o revocar decisiones que un juez anterior haya tomado, especialmente cuando se evidencie que ellas resultan abiertamente contrarias a la ley. 
En este punto resulta importante recordar el contenido del inciso 5º del artículo 10 del C.P.P., el cual consagra el principio de la corrección de los actos irregulares que se constituye como una medida a la cual válidamente puede acudir el Juzgador de instancia con el objeto de enmendar o subsanar los yerros en los que haya incurrido durante el devenir de una actuación procesal; sin embargo, es de aclarar que ello aplica en aquellos asuntos no susceptibles de ser enmendadas mediante la declaratoria de nulidad procesal, esto es, en actuaciones procesales de las que se puede predicar una ejecutoria formal y no material. 
Para aclarar este punto, es pertinente la siguiente cita doctrinal:
“El proceso penal se estructura a partir de ciertas situaciones que constituyen presupuesto de las actuaciones subsiguientes: por ejemplo, sin acusación no hay etapa de juzgamiento, sin agotamiento de la exposición o develación de pruebas en audiencia preparatoria no puede realizarse el juicio, etc.

Cuando es tal la influencia de las decisiones sobre el resto de la actuación, se dice que estas tienen ejecutoria material y contra ellas, una vez desatados los recursos interpuestos, no procede sino la declaratoria de nulidad, porque la naturaleza del vicio en que se incurrió impone rehacer parte de la actuación.

Por el contrario, cuando una actuación no entraña condición procesal para las etapas posteriores, las decisiones tomadas tienen ejecutoria formal y el funcionario puede corregir los errores en que hubiere incurrido revocando dichas determinaciones sin necesidad de acudir a la figura de la nulidad.

Esta apreciación tiene respaldo en el artículo 10º C.P.P. que establece con claridad la obligación para los jueces de conocimiento y de garantías de corregir los actos irregulares no sancionables con nulidad…”
.
Revisando el presente asunto a la luz de todo lo dicho hasta acá, encuentra este Juez Colegiado que:

1. Es evidente que el auto por medio del cual el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué-Tolima, le concedió el permiso de 72 horas es contrario a las normas legales que rigen el tema de ese tipo de permisos. 
2. Si bien es cierto, la decisión atrás referenciada ya ha quedado en firme al no haber sido apelada por ninguna de las partes, la misma ha adquirido, como ya se explicó, una firmeza formal y por tanto es susceptible de ser corregida mediante el mecanismo establecido en el inciso 5º del artículo 10 del Código de Procedimiento Penal. 
Con todo lo dicho en precedencia, se hace evidente que el señor Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira sí tenía competencia para revocarle al señor JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO el beneficio que se le había concedido y por ende la misma fue ajustada a las normas legales aplicables al caso concreto, atendiendo a que la revocatoria del permiso administrativo de 72 horas por fuera del penal, previamente concedido, fue contrario a la normas legales aplicables al caso concreto y por ende el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué se encontraba imposibilitado para concederlo, por cuanto, como ya se ha expresado en varias ocasiones, en la acumulación de penas con la que cuenta el procesado, se encuentra inmersa la conducta punible de Extorsión.
Así las cosas, aquí no estamos ante un auto de adición como erradamente lo llamó el Juez A-quo, sino que esa determinación por él adoptada de manera oficiosa y como resultado del estudio que realizó para negar la concesión de la prisión domiciliaria que le fuera solicitada por el penado y su abogada defensora, es un nuevo auto; sin embargo más allá de esa denominación, lo que realmente es trascendental, de acuerdo a las alegaciones planteadas por la apelante, es que él sí era y es competente para revocar el tal permiso, aunque para ello no medie solicitud alguna, ello por cuanto, como ya se ha indicado, el mismo fue concedido sin apego a las normas que rigen el tema y que prohíben expresamente que tal beneficio administrativo se le pueda autorizar a quienes purgan penas por el delito de extorsión, como es el caso del señor JUAN ESTEBAN ESCOBAR CASTAÑO. 
En conclusión, dentro del presente asunto se habrá de confirmar la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida el 17 de Marzo del 2017 por el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, en cuanto fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Devolver la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.
TERCERO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BADERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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Sentenciado:	Juan Esteban Escobar Castaño


Delito: 	Extorsión, Lesiones personales y Hurto calificado agravado. 


Asunto:	Apela auto que revoca permiso de 72 horas.


Decisión:	Confirma auto confutado.








� Corte Constitucional, sentencia C-312 de 2002. 


� BERNAL CUELLAR, JAIME / MONTEALEGRE LYNETT, EDUARDO: El Proceso Penal, tomo II, paginas # 980, 6ª Edición. 2.013. Ediciones Universidad Externado de Colombia. {Negrillas fuera del texto}.
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